
Opinión

El peor de los mundos para cualquier socie-
dad… Estancamiento económico e inflación, lo 
que desafía las reglas económicas tradicionales 
porque el desempleo aumenta mientras el poder 
adquisitivo disminuye, y es una situación suma-
mente compleja de resolver. Ese es el riesgo que 
los “números” dicen respecto del desempeño ac-
tual de la economía nacional.

Por una parte, La economía chilena sumó nue-
vas señales de debilitamiento en abril. El Índice de 
Producción Industrial (IPI) registró una caída inte-
ranual de 4,7%, su peor desempeño desde marzo 
de 2023, mientras que el comercio mostró una ex-
pansión de 3,2%, aunque desacelerándose frente al 
4,9% anotado el mes pasado. A ello se sumó el des-
empeño de la industria manufacturera. El Índice 
de Producción Manufacturera (IPMan) retrocedió 
2,5% anual, arrastrado en gran medida por la baja 
de 7,7% en la elaboración de productos alimenti-
cios. El Índice de Ventas de Supermercados (ISUP) 
cayó 0,1% interanual en abril y registró una dismi-
nución mensual desestacionalizada de 0,2%.

Por otra parte, en 9,1% se ubicó la tasa de des-
ocupación en Chile durante el trimestre febrero 
- abril de 2026 (FMA 2026), de acuerdo con la in-
formación entregada por la Encuesta Nacional de 
Empleo (ENE), elaborada por el Instituto Nacional 
de Estadísticas de Chile (INE). Las personas desocu-
padas aumentaron 4,1%, incididas por quienes se 
encontraban cesantes (3,3%) y aquellas que buscan 
trabajo por primera vez (11,6%). En las mujeres, la 
tasa de desocupación se situó en 10,5%, aumen-
tando 0,8 pp. en el período, producto del ascenso 
de 2,1% de la fuerza de trabajo, mayor al de 1,3% 
registrado por las ocupadas; mientras que las des-
ocupadas se expandieron 10,1%, incididas por las 
cesantes (10,2%).

Ambas dimensiones de la economía tienen 
un factor común, aunque las autoridades de este 
gobierno no lo quieran reconocer: el alza de los 
combustibles por la nula voluntad política de sos-
tener el MEPCO, y por consiguiente, dejar que el 
mercado regule, justo en el momento en que más 
falta hace “contener” las alzas de los combusti-
bles, factor que influye en todos los precios de 
productos y servicios, más en un país tan largo, 
diverso y extremo como Chile. Si a los factores 
macroeconómicos le sumamos la miserable ofer-
ta de aumento del salario mínimo de $7.546, el 
escenario para poco más del 50% de la población 
chilena es desolador. El aumento del precio de los 
combustibles afectará negativamente a todas las 
industrias del país, aumentará el desempleo, re-
ducirá la demanda interna, generará una inflación 
difícil de controlar y por consiguiente, reducirá el 
poder adquisitivo de la población, reduciendo ade-
más la recaudación fiscal, por menor recaudación 
del IVA, motivo por el cual la reforma tributaria 
que plantea el gobierno tiene cada vez menos via-
bilidad técnica y económica.

Así como este gobierno está haciendo una apues-
ta por esa reforma, pensando que rebajándole los 
impuestos a los más ricos, se reactivará la econo-
mía, si tener datos técnicos que lo avalen, puedo 
hacer la misma apuesta planteando que la elimi-
nación del impuesto específico a los combustibles 
es la solución real, porque será un beneficio que 
llegará a todos los sectores de la economía, sin 
que la clase trabajadora pague el pato.

El Papa León XIV presentó su encíclica lla-
mada “Magnifica Humanitas”, donde hace un 
llamado al desarme de la actual inteligencia 
artificial, y nos deja una frase contundente: 
“las decisiones sobre tecnología nunca de-
ben estar desvinculadas de la conciencia y la 
responsabilidad”.

La tecnología básica que utilizamos, no 
cumple con los objetivos de optimización de 
tiempos, resguardo de información y datos pri-
vados. Los softwares hacen lo que quieren, y 
de esto, un par de ejemplos:

1. Vulneración de acceso a la cuenta 2 y APV 
de una AFP.  Robo de $40.000.000.  La AFP des-
estima el reclamo diciendo que fue culpa del 
cliente al entregar la clave. Casualmente una 
AFP de la competencia, difunde un mail ma-
sivo, aconsejando tener contraseñas seguras 
y sugiere actualizarlas.  ¿Estará pasando algo 
con el acceso a las AFP? ¿No se vulneró la se-
guridad hace pocos días de diversos servicios 
públicos? ¿No será un error que la clave única, 
se utilice en muchas plataformas y no todas 
son confiables?  

2. El SII la hace de nuevo.  Ingresas a con-
sultar las declaraciones de renta.  Se abre el 
formulario extendido, ese que te muestra to-
dos los códigos, y te das cuenta que permite 
ingresar datos de cuenta corriente, como si 
fuese un formulario dinámico, es decir modi-
ficable, siendo que es solo para consulta.  Vas 
al formulario compacto y allí aparece el PDF, 
que es la foto que afortunadamente queda, y 
en donde aparece correctamente la cuenta y 
entidad bancaria para el depósito de la devo-
lución, en este caso del Banco Itau. El cliente 
al no recibir la devolución, cree que existe 
un error en la declaración, retención por fis-
calización u ordenes de tribunales, error de 
cuenta de depósito o compensación de deu-
das. Ninguna de las anteriores.  La Tesorería 
General de la República (TGR) deposita los di-
neros en una cuenta vista de la empresa en el 
Banco Estado, haciendo caso omiso a la orden 
del contribuyente, informada en el formulario 
22 de renta.  Las dudas que nacen: ¿El SII in-
formó adecuadamente a la TGR? ¿TGR salvó la 
situación buscando en su base de datos cuen-
tas vigentes?  ¿Es un error informático o fueron 
hackeados? ¿Por qué en www.sii.cl aparece edi-
table u formulario de consulta?

Muchas dudas y pocas respuestas.  Así como 
la AFP desconoce y no brinda ningún apoyo, 
las instituciones públicas quedan en silencio.  
Tesorería es el administrador de los recursos 
del Estado, y confío que su base de datos esté 
correctamente blindada.  Porque su veracidad 
para los contadores es indiscutible, ya que in-
forma a pie firme: deudas, cobros y pagos de 
nuestros clientes.

Pero el principal error es de los directores 
nacionales de los servicios públicos, que en 
vez de generar soluciones, buscan culpables 
para sancionar, cortándose el hilo por lo más 
delgado, y el problema de fondo sigue sin solu-
ción. Independiente de su credo, el Papa tiene 
razón.  Si lo extrapolamos a temas bélicos, si 
no saben fabricar una granada, ¿cómo van a 
fabricar misiles nucleares?

La discusión pública que se ha generado 
en torno a la adquisición de una vivienda me-
diante subsidio por parte de la pareja y madre 
de los hijos del diputado Alejandro Riquelme 
no debe dejarnos indiferentes. La investiga-
ción penal que ejecuta el Ministerio Público 
en Punta Arenas en contra de Susan Chicuy 
viene a dar cuenta de una grave irregulari-
dad, mediante la cual habría logrado hacerse 
con una solución habitacional en el proyecto 
“Estepa Austral I” declarando vivir en condi-
ciones de hacinamiento y déficit habitacional 
alto. Esta información, en caso de confirmar-
se judicialmente como falsa, pone sobre el 
tapete dos aristas que son dignas de profun-
da consideración.

En primer lugar, queda en evidencia la falta 
de mecanismos eficientes —o la nula vigilancia 
de los mismos— que tiene el sistema público 
para elegir, mediante estándares estrictos y 
cruzados, a quienes de verdad necesitan una 
vivienda. Resulta impresentable que el filtro 
estatal omita tres sociedades comerciales vi-
gentes y el vínculo con un parlamentario. Este 
problema de fiscalización excede el caso de la 
pareja del diputado republicano, y es urgente 
que la indagatoria actual arroje luz sobre las 
grietas del Serviu para evitar que el Registro 
Social de Hogares sea vulnerable a la mani-
pulación del poder.

En segundo lugar, y aún más importan-
te que lo anterior, es la preocupante falta de 
humanidad que significaría mentir en los da-
tos otorgados para postular. Quien falsea su 
realidad teniendo un patrimonio asegurado 
demuestra una indolencia feroz: cada subsidio 
obtenido mediante el engaño es, literalmen-
te, una familia que realmente lo necesita y 
que se queda sin hogar. Si a esto le adiciona-
mos el esfuerzo, la resiliencia y los múltiples 
obstáculos que los comités de vivienda maga-
llánicos deben superar tras años de espera, 
la injusticia se vuelve un acto de crueldad 
intolerable.

La vivienda social es un derecho para res-
guardar la dignidad, no un botín para el entorno 
de las autoridades de turno. Ante la gravedad 
de los hechos denunciados, la ciudadanía re-
gional exige señales de total transparencia. 
Esperamos con firmeza que las recientes decla-
raciones del ministro Iván Poduje, al asegurar 
que en este plan de fiscalización “todos son 
iguales ante la ley”, se traduzcan en acciones 
reales y caiga quien caiga. En un Magallanes 
postergado que clama por justicia social, no 
podemos permitirnos que la igualdad ante la 
ley sea, una vez más, una mera metáfora.

Claudio Flores,  
Ingeniero Comercial

Adolfo Canales Guentelicán, 
Contador Auditor y Docente

Arturo Díaz, 
Consejero regional
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